
·05 ATENDER LAS QUEJAS·

Sanitarios Covid-19
El reconocimiento a la profesionalidad del personal sanitario durante 
la Covid-19
El año 2020 trajo consigo un considerable aumento de las quejas presentadas en el Defensor del Pueblo 
Andaluz en relación con la prevención de riesgos laborales y la adopción de medidas de protección de 
la salud de las personas trabajadoras en un contexto de especial gravedad, como es la pandemia de 
la Covid-19.

Las quejas recibidas coincidían en poner de manifiesto el riesgo para la salud de estas personas, al 
no haberse adoptado, por parte de las empresas en las que trabajaban, las medidas organizativas o 
preventivas para asegurar la protección de la salud.

En el ámbito público, las quejas recibidas denunciaban la falta de medidas eficaces de protección en 
materia de seguridad y salud en el trabajo del personal de este sector y el deber de las Administraciones 
públicas de garantizar su protección de conformidad con lo dispuesto en la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL).

Entre estas quejas, dentro de la pandemia sanitaria que estamos viviendo, es necesario destacar, por 
sus importantes consecuencias y la repercusión social que han tenido, las relacionadas con la situación 
del personal de los centros sanitarios y sociosanitarios. Los colegios profesionales y el personal de 
estos centros nos denunciaron la grave situación que afectaba a estos profesionales por la falta de 
medios de protección para el desarrollo de sus delicadas funciones asistenciales y los graves perjuicios 
que esa situación les había causado en los primeros meses de la pandemia.

La gravedad de las denuncias recibidas, motivó que nos dirigiéramos de forma urgente a las autoridades 
sanitarias para que nos informaran sobre la realidad de dicha situación. Y, asimismo, demandamos 
que se actuara de forma inmediata, para proporcionar las medidas y equipos de protección que están 
obligados a facilitar a los profesionales sanitarios para el cumplimiento de sus delicadas funciones sin 
riesgos para su salud.

La Administración sanitaria nos informaba sobre los procedimientos y protocolos para la prevención 
de riesgos laborales y protección frente a agentes biológicos que se venían aplicando a todos los 
profesionales sanitarios, con carácter general, y las medidas específicas a adoptar según el tipo de 
actividad profesional. Sin embargo, nada se decía sobre la evidente insuficiencia de los equipos de 
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protección individual (EPI) para dicho personal a fin de evitar los riesgos para su salud, o haber mitigado, 
en su defecto, los efectos de su exposición a los mismos, y las consecuencias que el desempeño de sus 
funciones asistenciales estaba teniendo para este colectivo profesional.

Al abordar esta cuestión, lo primero que ha de tenerse en cuenta es que la normativa de prevención de 
riesgos laborales impone a la Administración sanitaria, en este caso, como empleadora, la obligación 
legal de proteger al personal a su servicio (art. 14 LPRL). Ello conlleva, necesariamente, también la 
obligación de dotarles de los medios preventivos que fueran precisos para que realicen su trabajo con 
las mínimas e imprescindibles condiciones de seguridad para su salud. Consiguientemente, en caso de 
incumplimiento no justificado de esa obligación se estaría infringiendo dicha normativa exponiendo a 
este personal a un riesgo grave para su salud.

La insuficiencia de medios facilitados a los profesionales de 
los centros e instalaciones sanitarias para el cumplimiento de 
sus funciones asistenciales, aún cuando no se hace mención 
a la misma en los informes remitidos por la Consejería de 
Salud y Familias, resulta notoria y evidente. Y así se ha 
constatado en los hechos probados y consideraciones de 
distintas decisiones judiciales que se han pronunciado sobre 
esta cuestión.

En este sentido, de modo rotundo se constatan estos 
extremos en el Auto dictado por la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 17 de abril 
de 2020, por el que se requiere a la Administración sanitaria 

andaluza que, a la mayor brevedad posible, suministre al personal facultativo el material de protección 
necesario para el desarrollo de sus funciones asistenciales durante la pandemia de la Covid-19, 
contando con la protección necesaria para protegerse de la infección. Reconociéndose en dicho Auto, 
que: “es notoria la insuficiencia inicial de medios de protección a nivel nacional y también autonómico 
para proteger a todos los ciudadanos y, entre ellos -en primer lugar, como no puede ser de otro modo-
, al personal sanitario”.

Insuficiencia que, igualmente, se contempla en la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo 1271/2020, de 8 de octubre, en la que se afirma que “no hay duda de que 
las Administraciones correspondientes debían proveer de medios de protección a los profesionales 
sanitarios y, en especial, el Ministerio de Sanidad a partir del 14 de marzo de 2020, ni de que estos 
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profesionales tenían derecho a que se les dotara de ellos. Sin embargo, no se les facilitaron los 
necesarios y como consecuencia su integridad física y su salud sufrieron riesgos”.

Por todo ello, y aún cuando transcurrido los primeros meses desde la declaración de la pandemia 
se recondujo dicha situación -poniendo a disposición del personal sanitario los EPI precisos para el 
desempeño de sus funciones-, hemos de concluir que, como mantienen las organizaciones colegiales 
y los profesionales que nos dirigieron sus quejas, en los primeros meses de pandemia no se adoptaron 
por las Administraciones sanitarias todas las medidas necesarias para la prevención de los riesgos a 
que previsiblemente iba a estar expuesto el personal sanitario como consecuencia de la misma.

No obstante, en este contexto hay que tener en cuenta que, como se reconoce en la referida Sentencia 
del Tribunal Supremo, durante este periodo concurrieron ”unas circunstancias absolutamente 
excepcionales, desconocidas desde hace muchas décadas y que esa excepcionalidad se ha 
manifestado a escala mundial y puede haber ocasionado serias dificultades de abastecimiento de 
medios de protección en los mercados internacionales”.

Más Información en Informe Anual 2020. Capítulo 1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social, epígrafe 
1.5.2.1. 
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